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rESUMEN EJECUTIVO

La Municipalidad de San Ramón carece de un sistema que le permita ejercer un control efectivo sobre la localización y el valor de las propiedades de los contribuyentes del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI). En el último proceso de declaraciones realizado en el año 2003, se calcularon en 15.974 los contribuyentes que no presentaron la declaración respectiva. Además, de los 1877 patentados existentes en el cantón a la fecha del estudio, solamente declararon 552, o sea, apenas un 29%. Por otra parte, se comprobó la falta de revisión de los porcentajes que aplica esa Municipalidad para calcular el impuesto por patentes, la ausencia de políticas y procedimientos para el cobro de oficio a los patentados que no declaran y, que los cambios en la base imponible de los inmuebles afectos al IBI por los permisos de construcción otorgados y los gravámenes hipotecarios, no se realizan de manera oportuna en detrimento de una mayor recaudación de ingresos por ese concepto.
Por otra parte, en el año 2007 ese Ayuntamiento reportó más de ¢574,3 millones sin ejecutar, lo que representa un 50,4% de los ingresos de ese gobierno local para ese año, situación que refleja problemas en la planificación institucional y afecta negativamente el desarrollo de los programas establecidos para satisfacer las necesidades de servicios y el desarrollo de obras comunales. 

Tampoco se ha logrado consolidar un sistema de contabilidad de partida doble sobre la base de devengo, a pesar de que se están haciendo importantes esfuerzos en esa línea, por lo que se carece de información financiera confiable, útil y oportuna para los procesos de toma de decisiones, evaluación de resultados y rendición de cuentas. Se carece de políticas para la inversión de los recursos en caja. Al 31 de mayo de 2008, se mantenían inversiones en títulos valores por ¢286.893.018,74, lo cual podría afectar las disponibilidades de efectivo para atender las necesidades ordinarias de la organización. Además, no existe un plan de aseguramiento de la calidad de la información, que garantice la confiabilidad de los registros en el Sistema Integrado de Actividad Contractual (SIAC) y la unidad de Proveeduría de ese gobierno local no cuenta con los recursos materiales y tecnológicos suficientes para cumplir con sus actividades.
La Municipalidad no cuenta con un manual de procedimientos sobre los componentes del Sistema de Administración Financiera (SAF) ni dispone de procedimientos escritos que normen los asuntos relacionados con el Sistema de Administración Tributaria (SAT) que coadyuven en las actividades relativas al registro, inspección, supervisión y control de las distintas operaciones en ese campo. Adicionalmente, carece de un manual de organización y funcionamiento y de los manuales descriptivos de puestos y de reclutamiento y selección mediante los cuales defina las labores y los procesos organizacionales y se uniformen los procedimientos a seguir en dichas actividades. Además, no existen políticas claras sobre la capacitación y formación del personal y se carece de un plan de capacitación como instrumento para fortalecer los conocimientos y habilidades de sus funcionarios.

Por consiguiente, se giran disposiciones a la Alcaldía Municipal para que realice las acciones de mejora respecto de las debilidades determinadas en las materias objeto de estudio que podrían estar afectando el desempeño eficiente de las distintas actividades desarrolladas para el logro de los objetivos de ese gobierno local.
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1. INTRODUCCIÓN

1.1 Origen del estudio
En diferentes estudios realizados por esta Contraloría General en algunas municipalidades se han determinado, de manera reiterada, debilidades que se relacionan con el sistema de administración financiera institucional y problemas asociados a estructuras organizativas y procesos de trabajo disfuncionales, cuyos modelos de organización resultan inoperantes ante las múltiples necesidades que deben satisfacer, así como a un recurso humano que no está preparado para asumir con eficiencia los retos del desarrollo, lo cual les resta capacidad de respuesta para las demandas de la comunidad. De igual manera, dichos estudios permitieron determinar que esas corporaciones municipales requieren de una gestión tributaria que permita la mayor captación de recursos y que promueva el desarrollo local, integral y sostenible de las comunidades. 
Esta realidad ha afectado la gestión de las municipalidades, y en parte no les ha permitido asumir con eficacia, eficiencia y economía, los nuevos retos a las que han sido sometidas, como por ejemplo, la administración de nuevos e importantes recursos trasladados por ley, para atender tareas que en el pasado eran exclusivas del Gobierno Central. Esto cobra gran importancia, dado que dentro de la dinámica del desarrollo económico y social, los ciudadanos exigen de las municipalidades mayor calidad y oportunidad en la prestación de los servicios, dada la contribución que aquellos hacen por medio del pago de los precios y tributos fijados, además de que la ciudadanía está reclamando cada vez más, una activa participación en los diferentes procesos de toma de decisiones y una adecuada rendición de cuentas por parte de los representantes municipales que son electos por ellos. 
Por lo tanto, este órgano contralor, en atención al Plan de Trabajo para el período 2008 del Área de Servicios Municipales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, programó evaluaciones sobre estos temas en varias municipalidades, incluida la Municipalidad de San Ramón, con el propósito de fortalecerlas mediante la determinación de áreas susceptibles de mejora. 
1.2 Objetivo del estudio

Promover una mayor captación de los tributos municipales con apego al bloque de legalidad vigente y los objetivos y metas planteados por el gobierno local, un eficiente sistema de administración financiera, un proceso de adquisiciones efectivo y apegado a la ley y que la administración municipal mejore sus procesos de organización y de administración del recurso humano que contribuya a mejorar su gestión en aras del bienestar de la comunidad y el desarrollo local.
1.3 Naturaleza y alcance del estudio

El presente estudio consideró el análisis de los temas relativos al Sistema de Administración Financiera, la gestión tributaria con énfasis en los tributos de bienes inmuebles, construcciones y el correspondiente al ejercicio de actividades lucrativas, (patentes municipales). Además, se consideró el análisis de la estructura organizativa, la gestión del recurso humano y el proceso de adquisiciones. 

El estudio se efectuó de conformidad con el Manual de Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, No. M-2-2006-CO-DFOE, promulgado mediante la Resolución No. R-CO-94-2006 publicada en La Gaceta No. 236 del 8 de diciembre de 2006, y abarcó el período comprendido entre el 1° de enero de 2007 y el 31 de marzo de 2008, el cual fue ampliado cuando se consideró necesario.
1.4 Aspectos positivos que favorecieron la ejecución del estudio

Se debe destacar la colaboración y atención brindada por los funcionarios de la Municipalidad de San Ramón, para el desarrollo del presente estudio, así como el apoyo recibido de la Unidad de Auditoría Interna de esa institución.
1.5 Comunicación preliminar de los resultados del estudio
La comunicación preliminar de los principales resultados, conclusiones y disposiciones producto del estudio a que alude el presente informe, se efectuó en la Municipalidad de San Ramón, el 30 de setiembre de 2008, a los funcionarios de ese Ayuntamiento, Ing. Raúl Gómez Guerrero, Alcalde Municipal; Licda. Ana Virginia Valenciano Chaves, Presidenta Municipal; Lic. Rólger Vega Salas, Auditor Interno; MBA Karen Vanessa Cabezas Picado, Asesora Financiera; Licda. Yenny Chaves Madrigal, Coordinadora de Gestión Administrativa; Lic. Omar Cascante Araya, Asesor Legal; Ing. Jhonny Montoya Villalobos, Ingeniero Municipal; señora Sara Bravo Quesada, Jefe Unidad de Patentes; Ing. Alvaro Fuentes García, Jefe Unidad de Bienes Inmuebles; Máster Ligia Gutiérrez Moraga, Jefe de la Unidad de Contabilidad y Presupuesto; señor Eugenio Hernández, Jefe a.í. de la Unidad de Tesorería; señor Jorge Araya Picado, Jefe Unidad de Proveeduría y Lic. Greivis Ramos Chavarría, Encargado de la Unidad de Recursos Humanos.
El borrador del presente informe se entregó en esa misma fecha mediante el oficio No. 9913 (FOE-SM-1689), con el propósito de que en un plazo de cinco días hábiles a partir de la fecha de dicho oficio, formulara y remitiera las observaciones que tuviera sobre el particular. 

En respuesta a dicho oficio, con nota número MSR‑AM‑225‑10‑08 del 6 de octubre de 2008, el Alcalde Municipal remitió un documento con observaciones sobre algunas disposiciones contenidas en el punto 4.2 del borrador del informe, sobre todo con respecto a los plazos definidos para su cumplimiento, las cuales fueron analizadas y acogidas por esta Contraloría General.

1.6 Generalidades acerca del tema objeto de estudio

El gobierno local es una persona jurídica estatal, con patrimonio propio y personalidad y capacidad jurídica plenas para ejecutar todo tipo de actos y contratos necesarios para cumplir sus fines, para lo cual posee autonomía de conformidad con lo dispuesto en el artículo 170 de la Constitución Política. Entre las funciones encomendadas a las municipalidades se encuentra la de percibir y administrar, en su carácter de administración tributaria, los tributos y demás ingresos municipales, según lo dispone el artículo 4 del Código Municipal
. 
La base jurídica relativa a la gestión tributaria de los gobiernos locales está contenida fundamentalmente en el Código Municipal, en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios
, en la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles
 y sus reformas
 y en su Reglamento
, en la Ley de Construcciones
, en la Ley de Planificación Urbana
 y en la Ley de Tarifas de Impuestos Municipales del Cantón de San Ramón
.
El objeto del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, establecido en la Ley No. 7509, corresponde a los terrenos, instalaciones o construcciones permanentes que se encuentren dentro de la circunscripción municipal -excepto aquellos bienes inmuebles no afectos, de acuerdo con el artículo 4 de esa Ley- para lo cual las entidades municipales, según lo establecido en el artículo 3, tienen el carácter de Administración Tributaria, con competencia para recaudar, controlar y fiscalizar el cobro de ese tributo.
La normativa vigente le otorga a las corporaciones municipales la potestad de control sobre las construcciones que se realicen en las diferentes poblaciones de su jurisdicción, así como la planificación regional y establece la obligación de los particulares de solicitar a la municipalidad respectiva una licencia para poder efectuar las obras de construcción y para otorgarla esa entidad tiene la potestad de cobrar un impuesto de hasta el 1% sobre el valor de las construcciones y urbanizaciones.
En cuanto al otorgamiento de las patentes municipales y la recaudación respectiva del impuesto, los artículos 79 y siguientes del Código Municipal contienen el sustento normativo, estableciendo que corresponde a los gobiernos municipales cobrar un impuesto durante todo el tiempo en que se ejerza la actividad lucrativa o por el tiempo que se haya poseído la licencia, aunque la actividad no se haya realizado, como un medio de financiamiento para la realización de las actividades desplegadas por estas entidades en beneficio de la comunidad.
El cantón de San Ramón tiene 76.466 habitantes
, quienes en grados distintos están relacionados con la generación de ingresos para su Gobierno Local a partir de tributos, como los aplicados a bienes inmuebles, patentes y construcciones. Para el período 2007, los ingresos por los conceptos citados constituyeron aproximadamente el 53% (¢450,5 millones) del total de ingresos corrientes percibidos (¢858,8 millones), ocupando el primer lugar el Impuesto de Bienes Inmuebles con un 30%, en segundo lugar, con un 17% el Impuesto sobre Patentes y en tercer lugar, el Impuesto sobre Construcciones con un 6%. 
La base jurídica relativa al Sistema de Administración Financiera de los gobiernos locales, está contenida fundamentalmente en el Código Municipal, en la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos
 y su Reglamento
; en el “Manual de normas técnicas sobre presupuesto que deben observar las entidades, órganos descentralizados y municipalidades, sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República”; en la Circular No. 8060 del 18 de agosto de 2000, que contiene el resumen de algunas disposiciones legales y técnicas para el subsector municipal, que deben observarse en el proceso presupuestario; en la Ley General de Control Interno
 y en el “Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización”
; así como, en otras resoluciones emitidas por esta Contraloría General respecto de la aprobación de presupuestos de municipalidades y entidades de carácter municipal. Asimismo, las “Normas técnicas básicas que regulan el Sistema de Administración Financiera de la Caja Costarricense de Seguro Social, Universidades Estatales, Municipalidades y otras entidades de carácter municipal y Bancos Públicos”
, forman parte de las normas técnicas y legales que los gobiernos locales deben observar en su gestión financiera. 

La gestión de adquisiciones comprende la aplicación de los principios establecidos en la Ley de Contratación Administrativa
 y su Reglamento
, debiéndose atender una serie de formalidades y requisitos para los distintos procesos de adquisición de bienes y servicios necesarios para el cumplimiento de los objetivos y metas establecidas en el plan anual operativo de cada año. Este sistema juega un papel muy importante en la administración, por cuanto de él depende la eficiencia y eficacia con que se suministren o se contraten los servicios y materiales necesarios, principalmente, para el desarrollo de las obras públicas en el cantón.

La base jurídica que sustenta la responsabilidad de los gobiernos locales en materia de organización y administración del recurso humano, está contenida, entre otros, en el Código Municipal, reglamentación interna y convenciones colectivas vigentes en cada una de esas entidades, así como en la Circular No. 8060, en la Ley General de Control Interno y en el Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos, sujetos a su fiscalización. Por su parte, la reforma realizada al Código Municipal en el año 1998, incluyó temas en torno a la administración del recurso humano, a saber: disposiciones generales, ingreso a la carrera administrativa municipal, manual descriptivo de puestos general, sueldos y salarios, selección del personal, incentivos y beneficios, evaluación y calificación de servicio, capacitación municipal, permisos, derechos y deberes de los servidores municipales, prohibiciones, sanciones y  procedimiento de sanciones.
La Municipalidad de San Ramón actualmente cuenta con 170 funcionarios, de los cuales 102 están en plazas fijas, 29 están contratados por servicios especiales, 37 por peones ocasionales y 2 por suplencias.

Los párrafos anteriores evidencian que los gobiernos locales disponen de importantes instrumentos legales y técnicos, con claros alcances para mejorar la organización y la administración de los recursos humanos, sus sistemas de administración financiera y tributaria y el proceso de adquisiciones.

1.7 Metodología aplicada

La evaluación de los temas objeto de estudio se realizó con base en listas de chequeo preparadas de conformidad con la experiencia desarrollada en estudios anteriores sobre estos mismos temas, las cuales fueron aplicadas al personal de la Municipalidad involucrado en los diversos temas. A partir de los resultados de la aplicación de esas listas de verificación se realizaron las pruebas de cumplimiento correspondientes, lo que permitió determinar una serie de debilidades que se agruparon para definir los hallazgos más importantes y someterlos al conocimiento de la entidad fiscalizada.
2. RESULTADOS DEL ESTUDIO

2.1
Gestión tributaria
2.1.1 Impuesto sobre Bienes Inmuebles

a)
La Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles No. 7509 y sus reformas, establece que los sujetos pasivos están obligados a presentar a la municipalidad donde se localicen sus bienes inmuebles, una declaración sobre su valor estimado, por lo menos cada cinco años, valor que se tomará como base para el cobro del denominado Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) y que la Administración Tributaria verificará los valores de todos los bienes declarados, y en virtud de ello, tendrá la facultad de aceptarlos u objetarlos dentro del período fiscal siguiente al de su presentación. 
Al respecto, se determinó que la Municipalidad de San Ramón carece de un sistema que permita contar con información confiable respecto de la localización y valor de las propiedades de los contribuyentes del citado impuesto, lo que no le permite a esa administración municipal, entre otras cosas, conocer oportunamente aquellos munícipes que han presentado la declaración y a los que se les ha vencido el plazo para tales efectos, lo cual va en detrimento del control y seguimiento que debe ejercer esa entidad sobre esta actividad. 
En otros términos, a pesar de esta disposición legal, no se han dado en ese Ayuntamiento acciones decididas para mitigar el impacto que produce la actitud de sus ciudadanos de no presentar la declaración respectiva, lo que trae un efecto económico negativo para las arcas municipales, a pesar de que ese tributo constituye la primera fuente de ingresos de esa Municipalidad. 

Durante el último proceso de declaraciones realizado en el año 2003, la Municipalidad de San Ramón recibió 3.054 declaraciones de bienes inmuebles, lo que le generó un aumento en su ingreso por concepto del impuesto correspondiente para el 2004 de ¢19.546.604,19. Sin embargo, los omisos en ese año se calculan en unos 15.974 propietarios, sin que la administración municipal haya realizado gestiones para lograr que más contribuyentes presenten la respectiva declaración y generar más ingresos para el cumplimiento de sus objetivos. 

Adicionalmente, a pesar de existir la cantidad de omisos indicada, la Municipalidad no ha ejercido la facultad que le concede el ordenamiento jurídico (artículo 17 de la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles y sus reformas, y los artículos 13, 24 y 31 de su Reglamento) de notificar a los contribuyentes en esa condición para que se presenten a normalizar su situación, ni han iniciado procesos para efectuar los avalúos correspondientes a esas propiedades.

b)
De conformidad con el artículo 14, inciso b) de la Ley No. 7509 y sus reformas, la base imponible de un bien inmueble podrá ser modificada en forma automática por la constitución de un gravamen hipotecario o de cédulas hipotecarias, en cuyo caso la nueva base imponible será el monto por el que responda el inmueble, siempre que éste sea mayor que el valor registrado en la municipalidad, el cual regirá en el siguiente período fiscal. 
Además, el artículo 22 del Reglamento a dicha Ley, establece que “(…) Para los casos de construcción o adición de mejoras que representen un valor igual o superior al 20% del valor registrado, y que requieran permiso de construcción, (construcción nueva, construcción para ampliación, remodelación) previstos en el inciso f) del referido artículo 14, se sumará al valor registrado el monto de la construcción o mejora que indique el permiso de construcción y la nueva base imponible regirá en el período fiscal siguiente, a aquel en que expiró el tiempo previsto de construcción, sin necesidad de notificación al interesado, sin perjuicio que éste demuestre que la obra no esté concluida, o que mediante inspección se determine el avance de la obra.”. 

No obstante, en la Municipalidad de San Ramón, la información sobre los permisos de construcción otorgados por ese Ayuntamiento, en algunos casos, no es incorporada en la base de datos para el cobro del Impuesto de Bienes Inmuebles. En el análisis de una muestra de 27 permisos de construcción otorgados en el año 2007, 4 permisos para construcciones por un valor de ¢408.970.000,00, no fueron registrados en el sistema y por ende, no se afectó la base imponible del citado impuesto, ante lo cual esa municipalidad dejó de percibir en el año 2008 la suma de un ¢1.022.425,00 por concepto de dicho impuesto. 

Asimismo, la modificación de la base imponible producto de la constitución de un gravamen hipotecario o de cédulas hipotecarias, no se realiza de manera oportuna en esa municipalidad. Del estudio de una muestra de 20 hipotecas, se determinó que solamente una propiedad estaba gravada, según información del Registro Público, correspondiendo a un gravamen hipotecario del año 2005, registrado en el año 2008, para incorporarse al cobro del respectivo impuesto a partir del año 2009. 

De lo expuesto se infiere la necesidad de que el Departamento de Bienes Inmuebles de esa Municipalidad, instaure la práctica de revisar periódica y sistemáticamente los permisos de construcción que se otorgan y los gravámenes hipotecarios, con el fin de que se ingresen de manera oportuna a la base imponible de los bienes afectos al impuesto de marras y con ello percibir los ingresos tributarios necesarios para financiar las actividades para el desarrollo del cantón.

2.1.2 Impuesto sobre actividades lucrativas (patentes municipales)


a)
La Ley de Tarifas de Impuestos Municipales del Cantón de San Ramón, no ha sido sometida a un proceso de revisión con el fin de determinar si requiere ajustes a las tarifas, a pesar de que han transcurrido más de siete años de su emisión. Al respecto, no se localizó en esa corporación municipal un estudio para determinar la vigencia o actualidad de esas tarifas. 

El cuadro siguiente, a manera de ilustración, muestra una comparación de los montos del impuesto sobre las actividades lucrativas, establecidos en las respectivas leyes de las municipalidades de Goicoechea, San Carlos, Aserrí, Liberia y Tibás, para un contribuyente que reporte ventas o ingresos brutos por ¢70 millones y ¢5 millones de renta líquida.

	MUNICIPALIDAD
	CÁLCULO DEL IMPUESTO ANUAL


	
	INGRESOS BRUTOS
	RENTA LÍQUIDA
	IMPUESTO 

	SAN RAMÓN
	¢105.000,00
	¢15.000,00
	¢120.000,00

	GOICOECHEA
	140.000,00
	No aplica
	140.000,00

	SAN CARLOS
	105.000,00
	50.000,00
	155.000,00

	ASERRI
	280.000,00
	No aplica
	280.000,00

	LIBERIA
	140.000,00
	No aplica
	140.000,00

	TIBAS
	210.000,00
	No aplica
	210.000,00


Fuente: Elaborado con base en lo establecido en las leyes de impuestos sobre patentes de cada cantón.

Dicha comparación evidencia que para el ejemplo indicado, un contribuyente que reside en el Cantón de San Ramón, estaría cancelando a la Municipalidad por concepto del Impuesto por Patentes, un 86% de lo que pagaría, en esas mismas condiciones en el cantón de Goicoechea, un 77% en San Carlos, un 43% en Aserrí, un 86% en Liberia y un 57% en el Cantón de Tibás. En otras palabras, este ejemplo pone de manifiesto la necesidad de que el Ayuntamiento de San Ramón someta a revisión la base del cálculo para el cobro de dicho impuesto.

b)
El artículo 9 de la Ley de Tarifas de Impuestos Municipales de ese cantón, dispone que la Municipalidad está facultada para determinar de oficio el Impuesto de Patentes Municipales del contribuyente o responsable, de conformidad con los supuestos indicados en dicha Ley. Entre esos supuestos se tienen la existencia de intenciones defraudatorias cuando no se haya presentado la declaración jurada municipal; cuando a pesar de que se haya presentado la declaración jurada municipal, no se aporte la copia de la declaración presentada a la Dirección General de Tributación; cuando haya presentado la declaración jurada municipal, pero aporta una copia alterada de la declaración presentada a la Dirección General de Tributación; cuando se trate de una actividad recién establecida, sujeta al procedimiento previsto en el artículo 15 de la ley o se trate de otros casos contemplados en esa misma ley.
Al respecto, la práctica en ese Ayuntamiento es la de aplicar de manera generalizada un aumento de un 15% del Impuesto de Patente pagado en el año inmediato anterior, sin considerar los niveles de ingresos brutos y renta líquida de los negocios infractores. Es decir, dicho proceder no está amparado en un estudio técnico ni se han emitido directrices para regular el cobro del impuesto de oficio a los patentados que no presentan la declaración jurada correspondiente o que estén en alguno de los supuestos indicados en dicha ley. 
De los 1877 patentados existentes en el cantón de San Ramón, según los registros de esa Municipalidad, solamente declararon 552 para el período 2008, o sea, un 29%, lo que pone de manifiesto la falta de acciones del Ayuntamiento para exigir a los patentados la presentación de la declaración jurada del Impuesto de Patente y la declaración jurada del Impuesto sobre la Renta, y dar cumplimiento a lo establecido en los artículos 5 y 6 del mencionado cuerpo legal. 
c)
Los resultados de una inspección física en locales comerciales e industriales llevada a cabo como parte del presente estudio por funcionarios de esta Contraloría General y personal de la Municipalidad, revelaron que la mayoría de los negocios no presentaron el certificado de patente que periódicamente extiende la Municipalidad. 
También se comprobó que en algunos de los locales objeto de inspección, se encontraron máquinas, aparentemente del tipo “pinball”, las cuales no cumplen con las características señaladas en el Dictamen de la Procuraduría General de la República, No. C-385-2005 del 10 de noviembre de 2005, en el que se concluyó que no puede asimilarse al concepto de máquina “pinball”, cualesquiera otros tipos de mecanismos que, aunque se denominen fonéticamente de forma similar (v.g. “ping boll”), no contienen un dispositivo que le permita al jugador participar, con su destreza, en el desenvolvimiento del juego.
En otras palabras, el hecho de que existan máquinas que de alguna manera no puedan ser dirigidas a través de dispositivos controlados por el jugador, éstas no pueden ser tenidas como máquinas “pinball” y, en consecuencia, deberán ser consideradas como prohibidas a la luz de la regulación que sobre este tipo de artefactos se encuentra vigente en nuestro ordenamiento jurídico (Ley de Juegos No. 3 del 31 de agosto de 1922 y su Reglamento, Decreto Ejecutivo No. 8722-G del 13 de junio de 1978). 

Por otra parte, algunos locales presentaron permisos para mantener una o dos máquinas de ese tipo, sin embargo, contaban con cuatro o hasta cinco. Además, en un caso, se encontraban jugando menores de edad en horas no permitidas, incumpliéndose los artículos 6° y 9° del Reglamento para instalación de máquinas “pinball” emitido por el Ayuntamiento. Sobre el particular, el referido reglamento establece un máximo de máquinas por distrito, sin embargo, por la cantidad existente y los permisos otorgados, tampoco se está cumpliendo con la referida disposición. 
Adicionalmente, dicho Reglamento establece un impuesto de ¢10.000,00 trimestrales, por cada máquina de esa índole, al margen de la Ley de Tarifas de Impuestos Municipales del Cantón de San Ramón, única normativa que establece el mecanismo legal para el cobro de los impuestos en esa localidad.
2.1.3 Impuesto sobre construcciones


La Municipalidad de San Ramón, con base en un acuerdo tomado por el Concejo Municipal en la sesión ordinaria No. 479 del 18 de marzo de 1998, aprobó otorgar los permisos de construcción menores de 30 metros cuadrados sin exigir los planos debidamente aprobados por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica (CFIA), contrario a lo que dispone el artículo 83 de la Ley de Construcciones, el cual establece que toda construcción superior a cinco mil colones (¢5,000.00) debe contar con los planos debidamente aprobados por un profesional debidamente incorporado al Colegio respectivo.

Esta situación ha promovido en el cantón, construcciones desordenadas y sin las regulaciones constructivas correspondientes, por ejemplo, se han construido edificaciones significativas, recurriendo a solicitar varios permisos en forma sucesiva para una misma obra, mediante los cuales de manera progresiva se va incrementando el área de construcción original, práctica que favorece la ejecución de obras al margen de las disposiciones contenidas en la normativa que regula esta materia. 

En una verificación de campo llevada a cabo por funcionarios de la Contraloría General y del Departamento de Ingeniería de esa Municipalidad, se comprobó que en 10 construcciones en proceso, se determinaron variaciones con respecto a los planos constructivos y al permiso aprobado por el Ayuntamiento y construcciones sin dicho permiso municipal. 

En otros términos, de 10 construcciones visitadas, cuatro (40%) contaban con alguna deficiencia, situación que obedece a la ausencia de un programa de inspección sistemático que garantice por una parte la ejecución de las construcciones conforme a derecho y por otra, el cobro efectivo del impuesto correspondiente. En ese Ayuntamiento se carece de un manual de procedimientos, para las funciones de inspección municipal, que incorpore entre otros aspectos, los responsables y el tipo de inspecciones que deben realizarse, la programación de rutas de inspección para cubrir periódica y sistemáticamente todo el cantón, estableciendo roles de visita por zonas y rotación periódica de las rutas entre los inspectores, la generación de informes periódicos sobre los resultados de las inspecciones realizadas y los mecanismos para ejercer la supervisión por parte de la jefatura responsable.
2.2
Sistema de Administración Financiera

2.2.1 Subejecución presupuestaria en el 2007

El subsistema de presupuesto junto con la planificación constituye una de las principales herramientas para la gestión y control de la entidad y comprende los principios, las técnicas, los métodos y procedimientos empleados, así como los órganos participantes en el proceso presupuestario institucional. 

Por lo tanto, corresponde a la administración municipal de ese Ayuntamiento ejercer las acciones necesarias para que este subsistema cumpla, entre otros asuntos, con presupuestar los recursos de modo que se reflejen las prioridades y actividades estratégicas consideradas en los planes institucionales; velar porque la ejecución presupuestaria se programe y desarrolle coordinadamente, utilizando los recursos según las posibilidades financieras, la naturaleza de los gastos y los avances en el cumplimiento de los objetivos y metas y dar seguimiento a los resultados financieros de la gestión institucional y aplicar los ajustes y las medidas correctivas que se estimen necesarias para garantizar el cumplimiento de los objetivos y metas y por ende, el desarrollo del cantón.

En este sentido, la ejecución del presupuesto para que se considere eficaz y eficiente, en función de los objetivos institucionales definidos, al menos, debe cumplir con la programación establecida, considerar el nivel de desconcentración de la ejecución y coordinar con instancias internas y externas que tengan incidencia directa sobre la ejecución de ingresos y egresos.

En el año 2007, la Municipalidad de San Ramón administró un presupuesto de alrededor de ¢1.140,00 millones que debían fundamentalmente orientarse a satisfacer las necesidades de servicios y desarrollo de obras comunales, pero a pesar del esfuerzo institucional realizado por ejecutarlo, reportó más de ¢574,3 millones sin usar (50,4% de sus ingresos). 

En ese mismo año se reporta un superávit libre de ¢80.9 millones y un  superávit específico de ¢493.3 millones, destacando dentro de los principales rubros de este último, en primer lugar los recursos para la red vial cantonal provenientes de la Ley No. 8114, con un 52% o sea, ¢257.5 millones, seguido de las partidas específicas con un 21.24% que representan ¢104.8 millones y en tercer lugar, el fondo de lotificación con un 7.88% que son ¢38.8 millones.
En consecuencia, ese Ayuntamiento tiene el reto de determinar las causas de esa subejecución y formular las medidas correctivas del caso, pues esta situación repercute de manera negativa en el cumplimiento de sus fines institucionales, lo que se ve agravado dadas las múltiples necesidades por resolver en el cantón, como son la reparación de la red vial cantonal y el desarrollo de algunos programas sociales. 

2.2.2 Necesidad de consolidar el sistema de contabilidad de partida doble sobre la base de devengo

A pesar que desde el año 2006, la Municipalidad de San Ramón viene realizando esfuerzos por la implantación de un sistema de contabilidad de partida doble sobre la base de devengo, a la fecha no lo ha consolidado, por lo que carece de información financiera confiable, útil y oportuna para los procesos de toma de decisiones, evaluación de resultados y rendición de cuentas.

La mayoría de la información que se genera en ese Ayuntamiento está referida a la que contienen los informes de ejecución presupuestaria y los reportes de saldos bancarios y de inversiones, sin que su suministro se acompañe de comentarios sobre esos resultados, ni de interpretaciones sobre su contenido y del impacto sobre las finanzas municipales. En otras palabras, se puede afirmar que en las actuales condiciones la contabilidad no está contribuyendo con información oportuna, actualizada, accesible, fiable y útil para generar indicadores de medición económica y financiera sobre la situación de la entidad.
Es importante tener presente que como medida fundamental para un control interno eficiente, debe establecerse y mantenerse actualizado un sistema de contabilidad que brinde una garantía razonable de que los registros consideran tanto los recursos disponibles como las obligaciones adquiridas por la institución, y que brinde un conocimiento oportuno de las transacciones y una expresión de los resultados de su gestión, de conformidad con los criterios técnicos y legales aplicables. 
De igual forma, las normas generales de control interno disponen que la organización debe poner en ejecución los mecanismos y sistemas más adecuados para obtener, procesar, generar y comunicar de manera eficaz, eficiente y económica, la información financiera, administrativa, de gestión y de otro tipo requerida en el desarrollo de sus procesos, transacciones y actividades, así como en la operación de sus sistemas de control con miras al logro de los objetivos institucionales.

2.2.3 Falta de controles efectivos para los formularios de cheques

La administración municipal de San Ramón no cuenta con controles efectivos para la custodia de los formularios en blanco de los cheques de las distintas cuentas bancarias que maneja la Municipalidad mediante la unidad de Contabilidad, pues no se encuentran almacenados en una caja fuerte y además, no se han definido los procedimientos necesarios, por escrito, que permitan garantizar una seguridad razonable de que no se den sustracciones de esos formularios. 

Tampoco existen controles efectivos sobre las existencias de dichos documentos, así como de las personas autorizadas para retirarlos o utilizarlos. Adicionalmente, la administración municipal no ejerce una supervisión permanente de esos documentos, por cuanto no se localizaron informes que demuestren la realización de arqueos periódicos. 
La Administración debe considerar, según las normas generales de control interno, que los controles que se instauren tienen como fin proteger los bienes municipales, establecer con claridad las responsabilidades de los funcionarios que participan en el manejo de los documentos y consecuentemente, evitar posibles sustracciones, razón por la cual en ese Ayuntamiento se deben tomar las acciones correspondientes para fortalecer el control. En ese sentido, tales normas de control interno establecen la importancia de llevar a cabo arqueos periódicos y sorpresivos de documentos clave que se caractericen por el riesgo que puede implicar su sustracción. 
2.2.4 Carencia de manuales de procedimientos

La Municipalidad de San Ramón no cuenta con un manual de procedimientos sobre las distintas actividades que integran el Sistema de Administración Financiera, el cual permita llevar a cabo con dirección y claridad las funciones relativas al ciclo presupuestario y contable (registro de transacciones, mayorización, ajustes y estados financieros), la emisión de cheques, el registro, control y mantenimiento de cuentas por cobrar y por pagar, entre otras. Tampoco dispone procedimientos escritos que regulen los asuntos relacionados con el Sistema de Administración Tributaria (SAT), que facilite la ejecución y evaluación de las actividades de registro, inspección, supervisión y control de las distintas operaciones en ese campo.

La ausencia de esos instrumentos administrativos tiende a provocar  desorden y falta de claridad en las distintas actividades que se deben realizar en cada uno de esos procesos y no permite ejercer un control efectivo sobre las operaciones relativas a la actividad tributaria, financiera y administrativa del Ayuntamiento.
El artículo 114 del Código Municipal establece que las normas relativas a los asuntos financieros y contables de la municipalidad deberán estar estipuladas en un Manual de procedimientos aprobado por el Concejo. Asimismo, la norma 4.5 del Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización, señala que es indispensable contar con instrucciones por escrito, que deben mantenerse en un compendio ordenado y actualizado. Además, tales manuales deben ser revisados periódicamente para asegurar que realmente sean útiles y reflejen la realidad de lo que se hace en la institución, y se ajusten a las variaciones en el bloque de legalidad que los fundamenta.
2.2.5 Debilidades en la Tesorería Municipal

a)
Los estados diarios de tesorería constituyen una herramienta importante para el control de los recursos municipales, porque informan sobre el efectivo disponible, los dineros colocados en inversiones, el dinero recaudado diariamente y otros datos de interés respecto de esa partida. Sin embargo, en la Municipalidad de San Ramón se observó que estos informes no se realizan oportunamente, por ejemplo, el último estado de tesorería fue emitido el 28 de febrero de 2008, o sea, su emisión se efectuó con un atraso de tres meses, cuando las circunstancias financieras eran otras, razón por la cual ese tipo de reportes no coadyuva al proceso de toma de decisiones. 

Las normas generales de control interno establecen que los datos sobre transacciones realizadas por la organización y sobre hechos que la afecten, deben clasificarse y registrarse adecuadamente para garantizar que continuamente se produzca y transmita a la dirección información fiable, útil y relevante para el control de operaciones y para la toma de decisiones. Con ese fin debe efectuarse el procesamiento necesario para registrar oportunamente la información generada durante la gestión organizacional y para elaborar los reportes que se requieran.
b)
Las conciliaciones proceden tanto entre los registros y los documentos fuente de las anotaciones respectivas, como entre los registros de un departamento contra los generales de la institución, para la información financiera, administrativa y estratégica propia de la gestión institucional. Sin embargo, se determinó que no es práctica entre los Departamentos de Tesorería y de Contabilidad de esa institución, realizar conciliaciones periódicas de la información financiera y contable que generan como parte de sus funciones, lo que va en detrimento del control de las transacciones contables y financieras de esa municipalidad e impide enmendar cualquier error u omisión que se haya cometido en el procesamiento de los datos.
c)
En cuanto a la custodia de recursos, principalmente del efectivo, no existen medidas de control efectivas para garantizar la seguridad de acceso al Área de Tesorería y la salvaguarda de los valores y documentos financieros que se guardan en esa unidad. Al respecto se determinó lo siguiente:

i.
En la oficina de la Tesorería el acceso es restringido; sin embargo, se pudo observar que la puerta de ingreso, a pesar de contar con dispositivos de cierre, no son utilizados e incluso en algunas ocasiones se observó la permanencia de personal ajeno a esa oficina.

ii.
La oficina de Tesorería no cuenta con dispositivos de almacenamiento seguros, como caja fuerte para la custodia y salvaguarda de los recursos y documentos financieros, como depósitos a plazo, depósitos de garantía, fondos de caja chica y de caja recaudadora, entre otros. Dichos recursos son custodiados en un simple archivo, expuestos al riesgo de sustracción. 

iii. 
También la seguridad del área de cajas y en general, del área de la Tesorería es mínima, ya que además de que dichas instalaciones no cuentan con dispositivos electrónicos de seguridad, solamente permanece un oficial de seguridad, sin el equipo de defensa necesario. 

El Manual de normas generales de control interno, establece que el acceso a los activos y registros de la organización debe estar claramente definido y delimitado, de modo que sólo lo obtengan los funcionarios autorizados por razón de su cargo y de las labores correspondientes y que los controles deben prever la posibilidad de que cada individuo disponga de los activos precisos, a la vez que se previene el acceso a éstos de otro personal no autorizado. Lo anterior, es particularmente importante en relación con activos muy sensibles en virtud de su facilidad de sustracción o eventual abuso o uso inadecuado, como en los casos del efectivo y de la información que no pueda considerarse de carácter público a la luz de la legislación vigente.

d)
En la Municipalidad de San Ramón se determinó la ausencia de políticas orientadas a la inversión de los recursos en caja. Al 31 de mayo de 2008, la municipalidad mantenía inversiones en títulos valores por ¢286.893.018,74, lo cual pone en evidencia que esa institución no dispone de instrumentos de control que adviertan a las autoridades competentes sobre acumulación de efectivo en esa cuenta de inversiones, por sumas que podrían sobrepasar límites razonables y por ende, eventualmente afectar las disponibilidades de efectivo para atender las necesidades ordinarias de la organización. 
Además, ese gobierno local carece de un registro de la cartera de inversiones, que suministre información oportuna sobre su composición, el origen de esos recursos y la distribución de los intereses, contrario a lo establecido por las normas generales de control interno que advierten sobre la importancia de documentar los diferentes procesos y actividades de la institución, así como todas las transacciones y hechos significativos que se produzcan, documentación que debe estar disponible para su verificación. 

2.3 Gestión de adquisiciones

a)
No existe un plan de aseguramiento de la calidad de la información, que garantice la confiabilidad de los registros en el Sistema Integrado de la Actividad Contractual (SIAC). 
El numeral 3 de la resolución R-CO-66-2007 vigente a partir del 1° de enero de 2008, mediante la cual se emitieron las “Directrices para el registro, la validación y el uso de la información sobre la actividad contractual desplegada por los sujetos pasivos del control y la fiscalización de la Contraloría General de la República”, señala que los sujetos pasivos deben establecer, en los términos de la Ley General de Control Interno, los mecanismos de control interno que respalden la gestión del sistema y que garanticen la calidad de información y diseñar e implementar un plan de aseguramiento de la calidad, que incluya pruebas periódicas, las medidas correctivas correspondientes y el porcentaje de confiabilidad de la información. 
Además, el numeral 4 de ese cuerpo normativo establece que el máximo jerarca administrativo unipersonal en el caso de sujetos pasivos públicos, es el responsable de que la organización a su cargo cuente con las políticas, los procesos y los recursos para garantizar la autenticidad, integridad, oportunidad y seguridad de la información contractual suministrada al SIAC. 
b)
El Departamento de Proveeduría Municipal no cuenta con un registro de garantías de participación y cumplimiento que respaldan los diferentes concursos de contratación administrativa, de tal manera que ejerza un control sobre el vencimiento de cada una, el emisor, concurso que respalda, tipo de garantía, entre otros aspectos. 

Las normas generales de control interno establecen que los datos sobre transacciones realizadas por la organización y sobre hechos que la afecten, deben clasificarse y registrarse adecuadamente para garantizar que continuamente se produzca y transmita a la dirección información fiable, útil y relevante para el control de operaciones y para la toma de decisiones. 
c)
La unidad de Proveeduría de la Municipalidad de San Ramón no cuenta con los recursos materiales y tecnológicos suficientes para cumplir con sus actividades. El artículo 220 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa citado, establece que la Proveeduría institucional de cada entidad deberá contar con la plataforma tecnológica suficiente y adecuada que le permita ejecutar los procedimientos de contratación administrativa en forma eficiente. Para tales efectos, las administraciones deberán asignar permanentemente los recursos necesarios.

Por su parte, el artículo 222 del Reglamento de cita, dispone que las proveedurías institucionales fungirán como órgano técnico institucional en materia de contratación administrativa y contarán con una estructura organizativa básica que les permita cumplir en forma eficiente y oportuna con las funciones de conducción de los procedimientos de contratación administrativa, de almacenamiento y distribución de bienes y de levantamiento y confección del inventario permanente de todos sus bienes, cuando corresponda, para ello cada institución deberá adoptar las medidas pertinentes para dotar a dichas unidades de los recursos humanos y materiales indispensables, para ejecutar debidamente la labor que les ha sido encomendada.
d)
El artículo 12 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, establece, entre otros aspectos, que para estimar la contratación, en el momento de dictar la decisión inicial, se tomará en cuenta el monto de todas las formas de remuneración, incluyendo el costo principal, los fletes, los seguros, las comisiones, los intereses, los tributos, los derechos, las primas y cualquier otra suma que deba reembolsarse como consecuencia de la contratación. No obstante, en la administración municipal de San Ramón, no es práctica realizar esa estimación con base en un estudio técnico‑financiero que le permita seleccionar con mayor fundamento la oferta más conveniente para los intereses de la municipalidad.
2.4 Organización de la municipalidad y gestión de su recurso humano

2.4.1
Carencia de un manual de organización y funcionamiento, de un manual descriptivo de puestos y de un organigrama actualizado
A pesar de que el artículo 121 del Código Municipal establece que “Las municipalidades mantendrán actualizado un Manual de organización y funcionamiento, cuya aplicación será responsabilidad del alcalde municipal”, la Municipalidad de San Ramón carece de dicho manual, el cual defina, entre otros aspectos, las labores y los procesos organizacionales de conformidad con la normativa legal, técnica y administrativa aplicable. 

Por otra parte, ese Ayuntamiento tampoco dispone de manuales descriptivo de puestos y de reclutamiento y selección de personal que uniformen los procedimientos a seguir en dichas actividades y permitan incorporar cualquier modificación a los perfiles de los puestos. El artículo 120 del Código Municipal establece que “Las municipalidades adecuarán y mantendrán actualizado el Manual Descriptivo de Puestos General, con base en un Manual descriptivo integral para el régimen municipal. Contendrá una descripción completa y sucinta de las tareas típicas y suplementarias de los puestos, los deberes, las responsabilidades y los requisitos mínimos de cada clase de puestos, así como otras condiciones ambientales y de organización. El diseño y la actualización del Manual descriptivo de puestos general estará bajo la responsabilidad de la Unión Nacional de Gobiernos Locales./ Para elaborar y actualizar tanto el Manual general como las adecuaciones respectivas en cada municipalidad, tanto la Unión Nacional de Gobiernos Locales como las municipalidades podrán solicitar colaboración a la Dirección General de Servicio Civil./ Las municipalidades no podrán crear plazas sin que estén incluidas, en dichos manuales, los perfiles ocupacionales correspondientes.”.

Al respecto, en la aprobación del presupuesto ordinario para el período 2008, esta Contraloría General en su oficio No. 14911 del 17 de diciembre de 2007, señaló la importancia de contar con un manual de puestos. Adicionalmente, la circular 8060 promulgada por este órgano contralor, establece, entre otros asuntos, que todas las plazas aprobadas en el presupuesto deberán tener su correspondiente descripción en ese manual y mantenerse al día y que es responsabilidad exclusiva de la administración velar porque las funciones que desempeñan los distintos empleados, correspondan a las que describe el manual.

Por otra parte, cabe indicar que la estructura administrativa de una entidad se representa de manera gráfica mediante el organigrama convencional, el cual refleja en forma esquemática la descripción de las unidades que la integran, su respectiva relación de dependencia o de autoridad, la división del trabajo, los niveles jerárquicos y los canales de comunicación. En otras palabras, constituye un mapa organizativo que permite apreciar a simple vista la estructura general de las relaciones de trabajo y de dependencia de la organización. 
No obstante, la Municipalidad de San Ramón cuenta con un organigrama, aprobado en setiembre de 2004, según información suministrada por ese Ayuntamiento a este órgano contralor, el cual no refleja fielmente la realidad organizativa de la entidad, debido a que no se incluyen varias unidades que están funcionando y refleja otras que ya no existen. A manera de ejemplo, la Coordinación Financiera no está representada en dicho organigrama, tampoco el Departamento de Bienes Inmuebles que integró la oficina de ese nombre y la unidad de Censo y Catastro; ni el Departamento de Ingeniería que tiene a su cargo todo lo referente al desarrollo de obra pública y a la recepción, análisis y aprobación de permisos de construcción; igualmente se representa la Oficina de Inspección que en la actualidad no existe. 

También merece comentario especial el hecho de que nueve  funcionarios nombrados en puestos de peones de aseo de vías y de recolección de basura, ejercen actividades de oficina e inspección municipales, lo que revela la importancia de que ese gobierno local realice un análisis de su estructura organizativa con el fin de subsanar estas situaciones. Sobre esta situación, la Auditoría Interna de esa Municipalidad, se refirió en su informe No. MSR-AI-005-2008 del 9 de febrero de 2008.

Adicionalmente, se carece en ese Ayuntamiento de un procedimiento formalmente establecido y debidamente aprobado por las autoridades competentes, para reflejar de manera sistemática, en el organigrama y en los manuales de organización y funcionamiento y descriptivo de puestos, los cambios que se van presentando en su estructura organizativa.

En consecuencia, la falta de una adecuada estructura organizativa dotada de una clara definición de funciones y descripción de las tareas, los deberes, las responsabilidades y los requisitos mínimos de cada clase de puestos, no permite el establecimiento de responsabilidades, promueve el traslado o nombramiento de personal para ejercer labores ajenas a las plazas en que fueron nombrados y causa incertidumbre laboral dentro del personal que conforma la organización y por ende, afecta el desarrollo y cumplimiento de los objetivos institucionales. Todo lo cual se convierte en un reto para las autoridades municipales en el sentido de dotar al Ayuntamiento de las herramientas administrativas acorde con la realidad y las demandas actuales a fin de favorecer una mejor gestión y por ende, de brindar con una mejor calidad los servicios a la comunidad.

Además, esos instrumentos administrativos una vez diseñados, aprobados por las autoridades pertinentes y puestos en práctica, deben ser revisados periódicamente por el personal competente, a efectos de mantenerlos actualizados acorde con el desarrollo organizacional del Ayuntamiento, y que a su vez permita a la organización disponer de una guía para realizar las modificaciones a la estructura organizativa y actualizar las descripciones de puestos cuando corresponda.
La norma 2.5 del mencionado “Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización”, señala que el jerarca debe crear una estructura organizativa que apoye efectivamente el logro de los objetivos organizacionales, y por ende, la realización de los procesos, las labores y la aplicación de los controles pertinentes. También, la circular Nº 8060 emitida por esta Contraloría General, señala que las municipalidades deberán mantener una infraestructura administrativa acorde con sus funciones y necesidades, justificada en estudios técnicos, y que debe estar incorporada en el manual de organización y funcionamiento a que se refiere el artículo 121 del Código Municipal.

2.4.2
Comunicación de funciones, deberes y responsabilidades


Las normas generales de control interno emitidas por esta Contraloría General y la Ley General de Control Interno, Nº 8292, señalan que la responsabilidad por cada proceso, actividad, operación, transacción o acción organizacional debe ser claramente definida, específicamente asignada y formalmente comunicada al funcionario respectivo, según el puesto que ocupa. Por lo tanto, la Administración tiene el deber de comunicar a sus funcionarios, todo lo relacionado con sus funciones, competencias y con la existencia de manuales, por medios accesibles, claros y específicos, como pueden ser pizarras, boletines, correo electrónico, oficios o circulares y otros.


De igual manera, las funciones, deberes y competencias, deben estar debidamente actualizadas y a disposición de todo el personal para que la organización pueda utilizarlos como referencia y medio de capacitación o para los procesos de inducción de los servidores de nuevo ingreso, de tal manera que tengan un primer acercamiento con sus cargos y con las funciones respectivas.


En la Municipalidad de San Ramón dicho proceso de comunicación es informal o prácticamente nulo, lo que ocasiona que la mayoría del personal no conozca con claridad sus funciones y responsabilidades y el puesto y la categoría en la cual están asignados, situación que podría generar interpretaciones erróneas en la ejecución de sus labores y conducir a resultados insatisfactorios o adversos para la municipalidad en el logro eficiente de los objetivos organizacionales.
2.4.3
Falta de un plan y de políticas en materia de capacitación del recurso humano


En la Municipalidad de San Ramón se han hecho algunos esfuerzos para capacitar a su personal mediante charlas y talleres, éstos se orientan a satisfacer requerimientos puntuales, que no obedecen a la existencia de un plan que involucre un diagnóstico integral y el planteamiento concreto de solución a cubrir brechas de conocimientos, habilidades y destrezas determinadas por medio de un diagnóstico de necesidades. 

En este sentido, se determinó que las autoridades competentes de ese Ayuntamiento no han definido, como parte de la gestión del recurso humano, políticas sobre capacitación y formación del personal, lo cual se evidencia en la no inclusión dentro de los planes anuales operativos de metas relacionadas con dicho tema. 
Además, no se dispone de un plan de capacitación como instrumento que le permitan fortalecer los conocimientos y habilidades de sus funcionarios, elaborado a partir de un adecuado diagnóstico de las necesidades de capacitación en los diferentes campos del quehacer de ese Ayuntamiento.

En los años 2006, 2007 y 2008 se presupuestaron ¢829.000,00, ¢639.000,00 y ¢8.895.000,00, respectivamente, para desarrollar actividades de capacitación para el personal de esa entidad, sin embargo, la ejecución fue solo de un 41% en el 2006, de un 56% en el 2007 y al 30 de junio del 2008, solamente se había ejecutado un 11%.  

Al respecto, se debe considerar que la capacitación bien dirigida redunda en una mayor efectividad en las labores que se realizan y por ende, en una mejor calidad de los servicios que se brindan a la ciudadanía, por lo que diseñar y ejecutar correctamente los procesos de capacitación del recurso humano, otorga cierta certeza de que ese recurso se desarrolle y capacite en función de los objetivos de la institución. Lo cual se garantiza en la medida que se utilicen los instrumentos idóneos para determinar las necesidades en este campo. 

Las organizaciones, de conformidad con los recursos disponibles, deben diseñar e implementar un proceso de capacitación sistemático, integrado, continuo y de calidad para su personal, con el propósito de que incrementen y perfeccionen sus conocimientos, destrezas y habilidades, y en consecuencia, se logre un mejor cumplimiento de sus funciones y de los objetivos institucionales.

El artículo 142 del Código Municipal establece que la capacitación constituye uno de los principales procesos que contribuyen al desarrollo organizacional y a la modernización de las municipalidades, en tanto, el artículo 146, inciso h) de ese marco legal, dispone que “La municipalidad definirá políticas y promoverá la asignación de recursos para fomentar el desarrollo y la formación de su personal dando facilidades, asignando partidas presupuestarias y otorgando licencias con goce de salario, orientadas a mejorar el recurso humano de sus áreas técnicas, administrativas y operativas.”, es decir, existe la obligación de toda municipalidad de definir políticas y promover la asignación de recursos para fomentar el desarrollo y la formación de su personal. 
3. CONCLUSIones

La evaluación realizada en la Municipalidad de San Ramón permitió determinar debilidades en materia de gestión tributaria, en el Sistema de Administración Financiera, en el proceso de adquisiciones y en la organización y gestión del recurso humano, que afectan negativamente el cumplimiento de los objetivos trazados en torno al desarrollo local que le corresponde promover a esa municipalidad. 

Destaca una subejecución en el año 2007 por más de ¢574,3 millones, lo que representa un 50,4% de sus ingresos, situación que refleja problemas en la planificación institucional y afecta negativamente el desarrollo de actividades para satisfacer las necesidades de servicios y el desarrollo de obras comunales; la carencia de un sistema que le permita ejercer un control efectivo sobre la localización y valor de las propiedades de los contribuyentes del Impuesto sobre Bienes Inmuebles; la falta de revisión de los porcentajes que aplica esa Municipalidad para calcular el Impuesto por Patentes; la ausencia de políticas y procedimientos para el cobro de oficio a los patentados que no declaran; la falta de un manual de procedimientos sobre los componentes del Sistema de Administración Financiera (SAF) y de procedimientos escritos que normen los asuntos relacionados con el Sistema de Administración Tributaria (SAT); la carencia de un sistema de contabilidad de partida doble sobre la base de devengo debidamente consolidado y; la ausencia de políticas o directrices orientadas a la inversión de los recursos en caja, siendo que al 31 de mayo de 2008, se mantenían inversiones en títulos valores por ¢286.893.018,74, debilidades que van en detrimento del cumplimiento de los objetivos institucionales y del desarrollo local.

Por otra parte, los resultados del presente estudio revelan que en materia de estructura organizativa y gestión del recurso humano, se evidencia la necesidad de que ese gobierno local promueva el fortalecimiento de tales procesos, máxime si se consideran las exigencias cada vez mayores propias del crecimiento y desarrollo del sector municipal en los últimos años y por la necesidad de que ese municipio disponga de instrumentos actualizados en materia de organización y desarrollo del personal que le permitan brindar una mejor prestación de servicios y la efectiva atención de las necesidades de la comunidad.

En este sentido, es importante que la Administración Municipal de San Ramón realice esfuerzos integrados con la participación activa de sus funcionarios clave, debidamente coordinados por los jerarcas, para solventar, de manera integral y sistemática, las debilidades señaladas en los campos citados, que inciden negativamente en el desarrollo eficiente de sus actividades sustantivas, tales como la recaudación de los tributos y el desarrollo de obras de inversión; así como en la atención al cliente y en la prestación de los servicios municipales.
4. DISPOSICIONES

De conformidad con las competencias asignadas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política y los artículos 12 y 21 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, No. 7428, se emiten las siguientes disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio, por lo que su incumplimiento no justificado constituye causal de responsabilidad administrativa, civil o penal, según corresponda.


Este órgano contralor se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que correspondan, en caso de incumplimiento injustificado de tales disposiciones.


4.1
Al Concejo Municipal



Apoyar, en la medida y forma que le corresponde a ese órgano colegiado, las iniciativas o planes de acción que proponga el Alcalde para el efectivo y oportuno cumplimiento de las disposiciones giradas por esta Contraloría General en el aparte 4.2 del presente informe, de forma que se dote de los recursos financieros, humanos, tecnológicos y logísticos necesarios, así como del apoyo requerido, que permitan la fluidez y efectividad en la implementación de las acciones propuestas, para fortalecer los sistemas tributario y financiero, el proceso de adquisiciones y la organización y gestión de su recurso humano. 


4.2
Al Alcalde Municipal
a)
Remitir a esta Contraloría General, a más tardar el 19 de diciembre de 2008, un plan de acciones con su respectivo cronograma, que incluya la fecha de inicio y conclusión de las acciones -cuyo plazo no podrá ser mayor a doce meses-, y los responsables de su cumplimiento, para actualizar los registros de las bases imponibles para el cálculo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles y poner al cobro los montos resultantes. Como parte de las acciones de dicho plan al menos deberán:

i. Identificar, con exactitud y precisión, todas aquellas personas físicas y jurídicas que no han presentado la declaración de bienes inmuebles (omisos), darles seguimiento y tomar las medidas para que esos contribuyentes se pongan a derecho. Ver punto 2.1.1, inciso a) del presente informe.


ii.
Definir e implantar directrices para que la inclusión de hipotecas sobre las propiedades y la información de los permisos de construcción se realice en forma permanente y oportuna en las bases de datos, con el fin de actualizar el valor de las propiedades conforme el marco legal respectivo. Ver punto 2.1.1, inciso b) del presente informe.

b)
Remitir a esta Contraloría General, al 19 de diciembre de 2008, un plan de acciones con su respectivo cronograma, que incluya la fecha de inicio y conclusión de las acciones -cuyo plazo no podrá ser mayor a doce meses-, y los responsables de su cumplimiento, para fortalecer la gestión del Impuesto sobre las Actividades Lucrativas (Patentes), que al menos contemple:

i.
Un estudio técnico para actualizar el porcentaje que se aplica para el cobro del Impuesto sobre Patentes que se desarrollan en el cantón. Ver el punto 2.1.2 inciso a) de este informe.
ii.
La definición de las directrices y las condiciones que se deben considerar para el cobro de oficio del impuesto a los patentados nuevos o que no declaran, con el fin de que se ajusten a lo dispuesto en la ley respectiva. Ver el punto 2.1.2 inciso b) de este informe.
iii.
Un estudio sobre la legalidad del funcionamiento de las máquinas traga monedas en ese cantón y con base en los resultados tomar las acciones que en derecho procedan. Ver el punto 2.1.2 inciso c) del presente informe.

c)
Ordenar, antes del 30 de octubre de 2008, al Departamento de Ingeniería de esa Municipalidad, que exija como requisito en las solicitudes de permisos de construcción, el visado de los planos por parte del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos para aquellas construcciones menores de 30 metros cuadrados. Ver el punto 2.1.3 del presente informe.

d)
Preparar e implementar, al 19 de diciembre de 2008, un manual de procedimientos para las funciones de inspección municipal, que incorpore entre otros aspectos, los responsables y el tipo de inspecciones que deben realizarse, la programación de rutas de inspección para cubrir periódica y sistemáticamente todo el cantón, estableciendo roles de visita por zonas y rotación periódica de las rutas entre los inspectores, la generación de informes periódicos sobre los resultados de las inspecciones realizadas y los mecanismos para ejercer la supervisión por parte de la jefatura responsable. Ver punto 2.1.3 de este informe.

e)
Establecer las políticas y procedimientos necesarios para monitorear y evaluar de forma permanente la ejecución presupuestaria, con el fin realizar con oportunidad los ajustes pertinentes y lograr una ejecución eficiente del presupuesto institucional y del cumplimiento de los objetivos del gobierno local. Esta disposición debe estar cumplida a más tardar el 15 de diciembre de 2008. Ver el punto 2.2.1 de este informe. 

f)
Diseñar y poner en práctica, a más tardar el 19 de diciembre de 2008, un plan de acciones que permita la aplicación del método contable de lo devengado, establecido en la normativa vigente y en la doctrina contable. Dicho plan deberá contener las actividades que se llevarán a cabo, con los plazos y los responsables de su implementación. Ver punto 2.2.2 de este informe.
g)
Implementar, a más tardar al 19 de diciembre de 2008, los dispositivos de control sobre la custodia de los formularios de los cheques en blanco y emitir las directrices o procedimientos escritos necesarios para su custodia y uso. Ver punto 2.2.3 de este informe.
h)
Emitir, al 30 de junio de 2009, el Manual de Procedimientos Financiero Contable de la municipalidad que exige el artículo 114 del Código Municipal y el manual de procedimientos para la gestión tributaria municipal. Dichos manuales deberán comunicarse formalmente al personal mediante los medios idóneos, así como los ajustes que experimenten producto de las actualizaciones. Ver punto 2.2.4 de este informe.
i)
Emitir oportunamente los Estados Diarios de Tesorería de manera que se constituyan en una herramienta importante para el control financiero de los recursos municipales y que informen sobre el efectivo disponible, los dineros colocados en inversiones, el dinero recaudado diariamente y otros datos de interés. Además, para que sirva de fuente para conciliar con los resultados de los estados financieros emitidos por la Contabilidad Municipal. Esta disposición debe estar cumplida a más tardar el 31 de marzo de 2009. Ver el punto 2.2.5 inciso a) de este informe.

j)
Realizar conciliaciones periódicas de la información financiera y contable que generan como parte de sus funciones los Departamentos de Tesorería y de Contabilidad, de manera que permitan como mecanismo de control de las transacciones contables y financieras detectar de manera oportuna errores u omisiones que se hayan cometido en el procesamiento de los datos. Esta disposición debe estar cumplida a más tardar el 31 de marzo de 2009. Ver el punto 2.2.5 inciso b) de este informe.

k)
Diseñar e implementar en la Tesorería Municipal los dispositivos de control necesarios para la custodia y salvaguarda de los recursos y documentos financieros del Ayuntamiento y aquellos necesarios para la vigilancia interna del edificio municipal, con el fin de que se corrijan las debilidades mencionadas en el punto 2.2.5 inciso c) de este informe.  Esta disposición debe estar cumplida a más tardar el 31 de enero de 2009.
l)
Dictar, antes del 19 de diciembre de 2008, las políticas correspondientes para la inversión de recursos municipales, de tal manera que se formulen flujos de caja de acuerdo con el cronograma de actividades o de proyectos a desarrollar, con el propósito de que los fondos municipales se inviertan sin dejar de lado la aplicación de los recursos conforme la planificación presupuestaria aprobada o el uso de recursos girados para fines específicos. Ver punto 2.2.5, inciso d) de este informe.
m)
Establecer, a más tardar al 19 de diciembre de 2008, un registro de la cartera de inversiones, que suministre información oportuna sobre su composición, el origen de esos recursos y la distribución de los intereses. Ver punto 2.2.5, inciso d) de este informe.

n)
Diseñar e implementar, antes de 19 de diciembre de 2008, un plan de aseguramiento de la calidad, que incluya pruebas periódicas y las medidas correctivas correspondientes, que garanticen la confiabilidad de la información registrada en el SIAC. Ver punto 2.3 inciso a) de este informe.

ñ)
Implantar, a más tardar el 30 de noviembre de 2008, un registro de las garantías de participación y cumplimiento, de tal manera que se cuente con información suficiente y completa de esos documentos y mantener un control efectivo sobre su vencimiento. Ver punto 2.3 inciso b) de este informe.

o)
Realizar, a más tardar al 28 de febrero de 2009, un estudio de las necesidades materiales, humanas y tecnológicas del Departamento de Proveeduría de la Municipalidad, con el propósito de establecer un plan para dotar a esa unidad de lo necesario en esos aspectos y cumplir con lo señalado en los artículos 220 y 222 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Ver punto 2.3 inciso c) de este documento.
p)
Realizar como parte del acto inicial del proceso de contratación administrativa, la estimación del costo del objeto contractual con fundamento en un estudio técnico‑financiero, con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 12 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Esta disposición debe estar cumplida a más tardar el 19 de diciembre de 2008. Ver punto 2.3 inciso d) de este documento.
q)
Remitir a esta Contraloría General, a más tardar el 19 de diciembre de 2008, un plan de acciones con su respectivo cronograma, que incluya la fecha de inicio y conclusión de las acciones -cuyo plazo no podrá ser mayor a doce meses-, y los responsables de su cumplimiento, con el fin de actualizar la estructura organizativa de la Municipalidad, que al menos contemple:

i.
La realización de un estudio profesional, integral y debidamente documentado, que defina los procesos y las actividades y las distribuya entre los diferentes puestos. 

ii.
La elaboración para la estructura orgánica que se defina como parte de ese proceso de actualización, del Manual de Organización y Funcionamiento que exige el artículo 121 del Código Municipal, que contenga entre otros aspectos, las funciones de cada unidad, las relaciones jerárquicas entre puestos, los canales de comunicación, coordinación e información formal que se utilizarán en la organización y los procesos organizacionales de conformidad con la normativa legal, técnica y administrativa aplicable para cada una de las unidades administrativas. 

iii.
La elaboración del manual para el reclutamiento y selección de personal y el manual de puestos de esa Municipalidad que sirvan de referencia y criterio para los procesos de contratación del recurso humano, tal como lo establecen las disposiciones legales vigentes sobre el tema.


iv.
 Las políticas, los procedimientos y los funcionarios responsables de la actualización periódica de los referidos manuales. 

v.
Los medios para comunicar formalmente, a todo el personal de la Municipalidad, las funciones, deberes y responsabilidades asignadas en el Manual de Organización y Funcionamiento, así como los ajustes a ese instrumento administrativo producto de su actualización periódica. 
r)
Instaurar, a más tardar al 31 de julio de 2009, un plan de capacitación de mediano plazo orientado a acrecentar y perfeccionar las competencias idóneas (conocimientos, destrezas, habilidades y actitudes) del personal, especialmente del que ocupa puestos clave dentro del accionar de ese Ayuntamiento, con base en un diagnóstico de necesidades de capacitación de los funcionarios municipales. Asimismo, los recursos que esa Municipalidad destine para atender actividades de capacitación a partir del período 2010, deben ajustarse a las políticas, objetivos y metas que se definan en el referido plan de capacitación. Ver el punto 2.4.3 de este documento.


Finalmente, la información que se solicita en este informe para acreditar el cumplimiento de las disposiciones anteriores, deberá remitirse, en los plazos antes fijados, al Área de Seguimiento de Disposiciones de la Contraloría General de la República.
� 	Ley No. 7794 del 30 de abril de 1998.


� 	Ley No. 4755 del 3 de mayo de 1961.


� 	Ley No. 7509 del 9 de mayo de 1995.


� 	Ley No. 7729 del 15 de diciembre de 1997.


� 	Decreto Ejecutivo No. 27601-H del 12 de enero de 1999.


� 	Ley No. 833 del 2 de noviembre de 1949.


� 	Ley No. 4240 del 15 noviembre de 1968.


� 	Ley No. 7951 del 7 de diciembre de 1999.


�  	Según proyección de población cerrada al 30 de junio 2007 del INEC a nivel nacional.


� 	Ley No. 8131 del 18 de setiembre de 2001.


� 	Decreto Ejecutivo No. 32988-H-MP-PLAN del 31 de enero de 2006.


� 	Ley 8292 del 18 de julio de 2002.


�  	Resolución No. M-1-2002-CO-DDI de la Contraloría General de la República del 27 de mayo de 2002.


� 	Resolución No. R-CO-8-2007 de la Contraloría General de la República del 9 de marzo de 2007


� 	Ley No. 7494 del 2 de mayo de 1995 y sus reformas.


�   	Decreto No. 33411-H del 27 de setiembre de 2006.





� El Impuesto sobre las Actividades Lucrativas se calcula con base en un porcentaje sobre los ingresos o ventas brutas más un porcentaje de la renta líquida, cuando así lo establece la ley de ese impuesto de cada municipalidad. Las municipalidades de Goicoechea, Aserrí, Liberia y Tibás no aplican la renta líquida para dicho cálculo. 





